






 
 

Santiago de Cali, 15 de diciembre de 2021. 

 

  

Señores:  

JUEZ ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE SANTIAGO DE CALI (REPARTO) 

E.                           S.                             D. 

 

 

ASUNTO: DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA 

 

PARTES DEL PROCESO: 

 

DEMANDANTES: OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA C.C. 29.400.658 de 

Buenaventura, BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ, mayor de 

edad, identificado con la C.C. No. 1.193.032.289, LUIS NORBERTO 

MONTOYA NUÑEZ, mayor de edad identificado con C.C. No. 

1.114.729.565. Estos dos últimos, igualmente representando los 

derechos hereditarios de su señor padre LUIS NORBERTO MONTOYA 

LOPEZ quien se identificó en vida con la cedula de ciudadanía No. 

14.967.992 de Cali. 

APODERADO JUDICIAL: JHONNY DUVÁN MARTINEZ SALAMANCA 

identificado con C.C. 1.144.038.126 de Cali y Tarjeta Profesional: 

237.770 del C.S. de la Jud. 

 

DEMANDADOS: NACIÓN, MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA 

NACIONAL, HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE identificado con NIT. 

890.305.496-9, la empresa DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P. identificada con 

NIT. 900.256.360, y la Dra. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, 

identificada con C.C. 1.143.853.323. 

 

JHONNY DUVÁN MARTÍNEZ SALAMANCA identificado con la cedula de 

ciudadanía No. 1.144.038.126 de Cali y con T.P. N° 237.770 del C.S.J., 

obrando como apoderado de los señores: OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA 

(madre de la víctima) C.C. 29.400.658 de Buenaventura, BRAYAN 



 
 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ (hermano), mayor de edad, identificado 

con la C.C. No. 1.193.032.289, LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ 

(hermano), mayor de edad identificado con C.C. No. 1.114.729.565. Estos 

dos últimos, igualmente representando los derechos hereditarios de su 

señor padre LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ (padre) quien se identificó 

en vida con la cedula de ciudadanía No. 14.967.992, quienes actúan en 

nombre propio en calidad de familiares por consanguinidad en primer y 

segundo grado del Joven JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), 

de manera diligente concurro ante el despacho para instaurar demanda 

bajo el MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA en contra de la 

NACIÓN, MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL, HOSPITAL JOSE 

RUFINO VIVAS ESE identificado con NIT. 890.305.496-9, la empresa DAGUA 

LIMPIA S.A. E.S.P. identificada con NIT. 900.256.360 y la Dra. ANNY KAREN 

MOSCOSO ALVAREZ identificada con C.C. 1.143.853.323, con el fin de que 

se les declare administrativamente responsables del fallecimiento del 

Joven Patrullero de la Policía  JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ  y 

consecuentemente se les ordene pagar a mis representados la totalidad 

de las pretensiones de la presente demanda, lo anterior en consideración 

a los siguientes: 

1. MOTIVACIÓN DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA 

 

Se pretende mediante el MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA 

que consagra el Art. 140 del C.P.A.C.A. la obtención de una 

indemnización plena de los perjuicios materiales e inmateriales causados 

a mis representados con los hechos acaecidos el día 11 de octubre del 

2019 en el Municipio de Dagua Valle del Cauca, kilómetro 30, donde 

producto de un accidente de tránsito entre dos motociclistas, 

ocasionado por el mal estacionamiento de un vehículo recolector de 

basura de la empresa DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., resulto gravemente 

lesionado el Señor JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D. 



 
 

Consecuentemente JHON ANDERSON fue llevado al puesto de salud del 

kilómetro 30, del HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS, institución de salud en la 

que no recibió una oportuna atención medica frente a la grave lesión, lo 

que derivó en su fallecimiento, o por lo menos le impidió recuperar su 

estado de salud, configurándose así una pérdida de oportunidad o de la 

chance.  Igualmente, reprochamos la actitud omisiva por parte del 

personal de la Policía Nacional, quienes al ser sus compañeros en la 

estación de policía del Km 30 del Municipio de Dagua ubicada al frente 

del puesto de salud, no llevaron a su compañero a una institución de 

salud (HOSPITAL) con la capacidad para atender la grave lesión sufrida.  

Por el contrario lo dejaron en un puesto de salud a la suerte de lo que 

pudiera pasar.  

 

Es por lo anterior, que consideramos sin lugar a dudas que se configura 

una falla en la prestación del servicio por parte de las demandadas, (i) 

primero por el mal estacionamiento del vehículo de DAGUA LIMPIA S.A. 

E.S.P., (ii) en segundo lugar por la indebida atención medica brindada en 

la institución de salud  PUESTO DE SALUD DEL KM 30 DEL HOSPITAL JOSE 

RUFINO VIVAS, (iii) y tercero la omisión por parte del personal de la Policía 

Nacional (sus compañeros de la estación del Km30) quienes dejaron a su 

compañero en el puesto de salud conociendo la gravedad de su lesión, 

en lugar de llevarlo a un HOSPITAL donde le pudieran brindar la atención 

que se hacía necesaria y urgente para salvar su vida, lo que 

consideramos compromete entonces  la responsabilidad administrativa 

de las demandadas. 

 

2. HECHOS 

 

2.1. Entre la señora OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA y el señor LUIS NORBERTO 

MONTOYA LOPEZ, se constituyó una relación afectiva de pareja desde el 



 
 

año 1991, tiempo en el que decidieron convivir juntos y crear un hogar. 

Producto de dicho amor de pareja nacieron los jóvenes, LUIS NORBERTO 

MONTOYA NUÑEZ, JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.) Y SU 

HIJO MENOR BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ, todos orgullo del 

hogar de la familia MONTOYA NUÑEZ, quienes se han caracterizado por 

ser una familia muy unida residen en el municipio de DAGUA VALLE DEL 

CAUCA.   

2.2.  Producto del esfuerzo familiar el segundo de los hijos de la familia 

MONTOYA NUÑEZ, el joven JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), 

pudo ingresar a la POLICIA NACIONAL institución en la que se destacó por 

su compromiso por más de 6 años al servicio, donde era PRATRULLERO de 

la estación de policía del Kilometro 30 del Municipio de Dagua.  

 

2.3. El día 11 de octubre de 2019 siendo aproximadamente las 13:00 

horas, el señor JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), se dirigía a 

la estación de policía del Kilómetro 30 Corregimiento de Borrero Ayerbe 

en el Municipio de Dagua Valle del Cauca para continuar con su turno, 

cuando sufrió un accidente de tránsito en el que resultó lesionado. 

 

Como se observa en la siguiente imagen con compromiso de su 

extremidad izquierda y cadera: 

 



 
 

 

 

La colisión se presenta en el momento en que el patrullero MONTOYA 

NUÑEZ, se dispone a adelantar un vehículo recolector de basuras de la 

empresa DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., que se encontraba en una curva mal 

estacionado, por lo que al hacer la maniobra de adelantamiento se 

encuentra con otro motociclista que transita en el sentido contrario e 

impactan.  

 

Observemos la imagen del camión recolector de basura parqueado 

sobre la calzada en la que transitaba JHON ANDERSON:  



 
 

 

 

Como se observa en la imagen fotográfica captada en el momento del 

accidente (11-10-2019) el camión recolector de basura de la empresa 

DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P. que se encontraba mal parqueado, hecho 

jurídicamente relevante para que se ocasionara el accidente y 

consecuentemente las graves lesiones que sufrió el patrullero JHON 

ANDERSON ya que de no haber estado el vehículo estacionado sobre la 

calzada y con mayor razón de reproche sobre una curva NO SE HABRIA 

PRESENTADO EL ACCIDENTE.  

 

Es evidente que el camión recolector de basura de la empresa DAGUA 

LIMPIA S.A. ES.P. se encontraba en el momento del accidente violentando 

algunas disposiciones legales contenidas en el Código Nacional de 

Transito precisamente en el art. 75 y siguientes. Observemos:  

 

“…ARTÍCULO 75. ESTACIONAMIENTO DE VEHÍCULOS. En vías urbanas 

donde esté permitido el estacionamiento, se podrá hacerlo sobre el 

costado autorizado para ello, lo más cercano posible al andén o al 



 
 

límite lateral de la calzada no menos de treinta (30) centímetros del 

andén y a una distancia mínima de cinco (5) metros de la 

intersección… 

 

ARTÍCULO 76. LUGARES PROHIBIDOS PARA ESTACIONAR. <Artículo 

modificado por el artículo 15 de la Ley 1811 de 2016. El nuevo texto 

es el siguiente:> Está prohibido estacionar vehículos en los siguientes 

lugares: 

 

1. Sobre andenes, zonas verdes o zonas de espacio público 

destinado para peatones, recreación o conservación. 

2. En vías arterias, autopistas, zonas de seguridad, o dentro de un 

cruce. 

3. En vías principales y colectoras en las cuales expresamente se 

indique la prohibición o la restricción en relación con horarios o 

tipos de vehículos. 

4. En puentes, viaductos, túneles, pasos bajos, estructuras elevadas 

o en cualquiera de los accesos a estos. 

5. En zonas expresamente destinadas para estacionamiento o 

parada de cierto tipo de vehículos, incluyendo las paradas de 

vehículos de servicio público, o para limitados físicos. 

6. En carriles dedicados a transporte masivo sin autorización. 

7. En ciclorrutas o carriles dedicados o con prioridad al tránsito de 

bicicletas. 

8. A una distancia mayor de treinta (30) centímetros de la acera. 

9. En doble fila de vehículos estacionados, o frente a hidrantes y 

entradas de garajes o accesos para personas con discapacidad. 

10. En curvas. 

11. Donde interfiera con la salida de vehículos estacionados. 

12. Donde las autoridades de tránsito lo prohíban. 



 
 

13. En zona de seguridad y de protección de la vía férrea, en la vía 

principal, vías secundarias, apartaderos, estaciones y anexidades 

férreas… (subrayado fuera de texto) 

 

Es evidente y notoria la participación que tuvo el carro recolector de 

basura en el accidente, pues con su mala posición sobre la vía no solo 

estaba transgrediendo la norma positiva sobre la materia, sino además 

poniendo en peligro a los usuarios de la vía tanto así que originó 

eficientemente el accidente que nos ocupa.   

    

2.4. Dada la gravedad de las lesiones y las múltiples fracturas con las que 

contaba el patrullero JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ, fue traslado al 

puesto de salud del kilómetro 30 del HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS E.S.E., 

donde lo atendió la Dra. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, quien anotó 

en la historia clínica lo siguiente:  

 APERTURA URGENCIAS DEL 11 -OCT-2019- 02:53 P.M… 

 “…MOTIVO DE CONSULTA: ME CAI DE LA MOTO 

ENFERMEDAD ACTUAL: PACIENTE DE 24 AÑOS CON CUADRO 

CLINICO 1H Y 35 MIN CONSISTENTE EN ACCIDENTE DE TRANSITO EN 

DONDE COLISIONA MOTO VS MOTO ENCONTRANDOSE EN CALIDAD 

DE CONDUCTOR DE VEHICULO, PRESENTANDO TRAUMA QUE 

PREDOMINA EN HEMICUERPO IZQUIERDO A NIVEL DE ANTEPIERNA. 

REFIERE DOLOR EN ESCALA DE EVA 7/10 EN CADERA CON 

LIMITACIÓN MOVILIZACIÓN EXTREMIDAD IZQUIERDA; NIEGA OTROS 

SINTOMAS ASOCIADOS…” 

…EVOLUCIÓN:  

…SE TRATA DE UN ADULTO JOVEN QUIEN PRESENTA ACCIDENTE DE 

TRANSITO EN CALIDAD DE CONDUCTOR, CON HALLAZGO AL 



 
 

EXAMEN FISICO YA DESCRITO, POR LO QUE CONSIDERO INGRESO A 

URGENCIAS, PARA DAR ATENCIÓN PRIMARIA. INDICO MEDIDAS DE 

SOSTEN (TERAPIA HIDRICA) SSN 0.9% X 500 CC ADMINISTRAR BOLO 

1000 CC CONTINUAR A MANTENIMIENTO PARA PASAR A 70 CC/H 

OXIGENO POR CANULA NASAL A 3L X MIN POR EPISODIO 

DESATURACION 87% CON ASCENSO DE ESTA HASTA 94/95%, 

ANALGESIA : TRAMADOL AMP 100 SC, MANEJOS DE HERIDA SEGÚN 

PROTOCOLO (ABUNDANTE LAVADO SALINA + YODADOS) SUTURA DE 

HERIDA ESCOTRAL CON PROLENE 4.0 (4 PUNTOS) , ADICIONALMENTE 

TRASLADO EN TABLA RIGIDA AMBULANCIA PARA MANEJO EN NIVEL 

SUPERIOR POR ESPECIALIDAD DE ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGIA 

POR ALTA PROBABILIDAD POR CLINICA DE  POSIBLE FRACTURA EN 

CADERA + CALCANEO + MUÑECA DERECHA.   

 

…CONDUCTA A SEGUIR:  

INGRESO URG 

TRASLADO A SALA PROCEDIMIENTO  

OXIGENO POR CANULA NASAL A 3L X MIN 

SSN 0.9% X 500 CC ADMINISTRAR BOLO 1000 CC CONTINUAR A 

MANTENIMIENTO PARA PASAR A 70 CC/H 

GENTIMICINA AMP 160 MG 1 AMP EV DILUIDA EN 100 CC SSN 0.9% 

NO CUENTO CON CEFALOTINA  

TRAMADOL AMP 100 MG 1 AMP SC 

TOXOIDE TETANICO  

MANEJOS DE HERIDA SEGÚN PROTOCOLO (ABUNDANTE LAVADO 

SALINA + YODADOS) 

COBERTURA DE APOSITO ESTERIL  

CONTORL SG VITALES, AC 

 

…DIAGNOSTICO  



 
 

DOCUMENTO DE VENTA: 762330322801-OPS-2168146 

PRINCIPAL CONSULTA: [S920] FRACTURA DEL CALCANEO- 

CONFIRMADO NUEVO 

RELACIONADO A LA CONSULTA: [S798] OTROS TRAUMATISMOS 

ESPECIFICADOS DE LA CADERA Y DEL MUSLO 

SERVICIO DE EGRESO: 1200 ATENCIÓN MEDICA PERMANENTE 

(URGENCIAS) 

FECHA Y HORA DE EGRESO: 11-OCT-2019 05:50 P.M. 

REMITIDO A: ORTOPEDIA/. 

PROFESIONAL [1206] ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ. 

 

Como se observa en la anterior transcripción de la historia clínica, es claro 

que al paciente no se le brindó una atención medica oportuna al no 

ordenar la remisión inmediata para valoración integral por ortopedia y 

traumatología que se hacían supremamente indispensable dada la 

magnitud del impacto en el accidente de tránsito, y el compromiso 

evidenciado clínicamente con el trauma a nivel de la cadera y la pierna 

izquierda que comprometían efectivamente la salud del paciente. No es 

aceptable que un PUESTO DE SALUD, atienda este tipo de lesión y 

arriesgue la vida del paciente dando prioridad a las heridas menores con 

medicamentos por casi 5 horas, sin encargarse del compromiso a nivel de 

su cadera y miembro inferior izquierdo que comprometían su vida y 

catalogaban la atención como una urgencia vital.  

 

No es aceptable que los compañeros de la estación de policía y el 

comandante al mando dejaran a su compañero en un puesto de salud 

conociendo la gravedad de la lesión, cuando lo correcto es que 

hubieran ubicado a JHON ANDERSON en el HOSPITAL más cercano 

donde lo pudieran atender de manera idónea conforme a su 

compromiso. 



 
 

 

No es aceptable  que una profesional de la salud como la Dra. ANNY 

KAREN MOSCOSO ALVAREZ, y una institución de primer nivel (PUESTO DE 

SALUD) decidan brindar atención y tener al paciente esperando un 

tratamiento que no podían brindar mientras se deterioraba rápidamente, 

cuando lo correcto era remitir al paciente inmediatamente dado el 

compromiso de su miembro inferior y lo delicado del trauma a nivel de la 

cadera (como se observa en la foto). Se requería una valoración por 

ortopedia y traumatología de manera urgente, como finalmente pasadas 

5 horas y media se determinó cuando ya las condiciones del paciente 

eran pésimas al punto que llegó a la CLINICA REY DAVID con necesidad 

de reanimación inmediata.  Lo anterior, a la luz de la ciencia medica y la 

medicina basada en la evidencia configuran una falla en el servicio por 

omisión que influyó en el deceso del Señor Montoya Núñez, o que por lo 

menos eliminó la posibilidad de recibir un tratamiento idóneo en pro de 

recuperar su salud.   

 

Observemos la Nota de enfermería con fecha de 12 de octubre de 2019 

de las 00:05 a.m. suscrita por la Dra. EMILY ANDREA REINA PECHENE: 

 

“…TRASLADO PACIENTE EN MUY MALAS CONDICIONES REGULARES 

DE SALUD COMO URGENCIA VITAL CON MEDICO DE TURNO A NIVEL 

SUPERIOR PARA VALORACIÓN POR ORTOPEDIA PTE PRESENTA 

SOSPECHA DE FRACTURA O DE CADERA, DURANTE EL TRASLADO SE 

MONITOREA SIGNOS VITALES, ENCONTRANDOSE HIPOTENSO PALIDO 

DIAFORETICO CON SIGNOS DE DIFICULTAD RESPIRATORIA, PTE 

DURANTE EL TRASLADO PRESENTA DETERIORO EN SU ESTADO 

GENERAL Y ENTRA EN CODIGO RESPIRATORIO. 

 



 
 

SE ENTREGA PACIENTE EN MUY MALAS CONDICIONES EN CLINICA 

REY DAVID EN SALA DE REANIMACIÓN.   

   

Es evidente como la institución convocada dejo evolucionar el 

compromiso con el que llegó el paciente, tan evidente que pasadas casi 

5 horas desde su ingreso ni siquiera se habían tomado la imágenes 

radiológicas que permitieran confirmar un diagnostico y un manejo a 

implementar por especialistas, al paciente lo dejaron evolucionar y 

complicar sin la atención que requería, al punto que se deterioró tanto 

que al momento del ingreso a la institución de mayor nivel de atención 

requirió reanimación.       

 

2.5.  El paciente ingresa por remisión a la CLINICA REY DAVID el día 11 de 

octubre de 2019 siendo las 17:41, como se ha manifestado y como consta 

en la historia clínica de dicha institución en muy malas condiciones. 

Observemos la nota de ingreso que reposa en la EPICRISIS del paciente: 

“…MOTIVO DE CONSULTA 

ACCIDENTE DE TRANSITO 

ESTADO GENERAL Y ENFERMEDAD ACTUAL  

NOTA RETROSPECTIVA – ATENDIDO DESDE SU INGRESO- INGRESA EN 

MUY MALAS CONDICIONES – GLASGOW 5/15 – MIDRIASIS PUPILIAR 

HIPOACTIVO- PACIENTE EN CONTEXTO DE ACCIDENTE DE TRANSITO – 

POLITRAUMATISMO VALORADO EN PERIFERIA- CON DETERIORO 

MARCADO NEUROLOGICO- DEFORMIDAD EN PELVIS- DEFORMIDAD 

EN MUÑECA IZQUIERDA- DEFORMIDAD EN TOBILLO IZQUIERDO 

INGRESA A ESTA INSTITUCION EN MUY MALAS CONDICIONES POBRE 

RESPUESTA PUPILAR CON MIDRIASIS – SE REALIZA INTUBACIÓN 

OROTRAQUEAL EN UN INTENTO- SE PASA A LA SALA DE IMÁGENES SE 



 
 

REALIZA BARRIDO ESCANOGRAFICO- TAC CEREBRAL SIMPLE SIN 

EVIDENCIA DE LESIONES PARENQUIMATOSAS HIPOINTENSIDAD 

MARCADA HAC PENSAR EN CEREBRO DE SHOCK – TAC DE 

COLUMNA TOTAL SIN APARENTE EVIDENCIA DE LESIONES OSEAS – 

TAC DE TORAX SIN EVIDENCIA DE LESIONES OSEAS APARENTES- TAC 

DE ABDOMEN NO ENCUENTRO LESIONES MACRO- TAC DE PELVIS 

FRACTURA COMPLEJA MULTIFRAGMENTADA- LUXACIÓN POSTERIOR 

DE FEMUR- RX DE MUÑECA FRACTURA COMPLEJA DE RADIO Y ULNA 

CON LUXACIÓN RADIO CARPAL – RX DE TOBILLO EVIDENCIA DE 

LUXACIÓN POSTERIOR – SE VALORA EN SALA DE IMÁGENES CON DR 

IBARRA SERVICIO DE ORTOPEDIA INDICA PASO INMEDIATO A SALA 

DE CIRUGIA – PACIENTE QUE ES TRASLADADO A LA SALA DE CIRUGIA 

EN MUY MALAS CONDICIONES GENERALES PRONOSTICO OMINOSO-  

…DATOS DE EVOLUCIÓN  

2019-10-11 21:47:58 

PROFESIONAL: HECTOR ARTURO CARRILLO PEREZ  

ANALISIS JUSTIFICACIÓN:     

PACIENTE DE 24 AÑOS VICTIMA DE POLITRAUMA SEVERO EN 

ACCIDENTE DE TRANSITO, INGRESÓ A LA CLINICA EN MAL ESTADO 

GENERAL CON DETERIORO NEUROLOGICO SEVERO FRACTURA DE 

PELVIS Y CADERA COMPLEJA, CHOQUE HIPOVOLEMICO, TAC 

CEREBRAL CON CEREBRO DE CHOQUE SIN LESIONES APARENTES, 

TORAX SIN LESIONES APARENTES, TAC DE ABDOMEN, SIN LESIONES 

APARENTES,  FRACTURA COMPLEJA DE PELVIS Y CADERA, INGRESA A 

LA SALA DE CIRUGIA A LAS 18:30 HORAS EN MAL ESTADO GENERAL, 

INTUBADO, MONITORIZADO, NO SENSA TENCIÓN ARTERIAL SE PASA A 

LA SALA DE CIRUGIA POR EL DR. FLOREZ ANESTESIOLOGO, EVALUAN 

PACIENTE PUPILAS MIDRIATICAS NO REACTIVAS, MONITOR MUESTRA 



 
 

RITMO SINUSAL, NO PALPAN PULSO ACTIVIDAD ELECTRICA SIN PULSO 

CAPNOGRAFIA BAJA, SE INICIA REANIMACIÓN AVANZADA, UN 

SICLO DE COMPRESIONES,  UNA AMPOLLA ADRENALINA, UNA 

AMPOLLA DE ATROPINA, RETORNO A CIRCULACIÓN ESPONTANEA, 

RITMO SINUSAL, TA 52/25 FC: 98 VENTILACIÓN MECANICA FI 02 1.0 

NO SENSA SPO 2, SE INICIA GOTEO DE NOREPINEFRINA POR VENA 

REFIFERICA SE ADMINISTRA CRISTALOIDES A CHORRO 2.000 CC, 

GELOFUSIN 1000 CC, SE PASA CATETER CENTRAL YUGULAR INTERNO 

TRILUMEN DERECHO EN SEGUNDO INTENTO SE CONTINUA GOTEO 

DENOREPINEFRINA POR CENTRAL, NO MEJORIA DE TENSIÓN SE INICIA 

GOTEO DE VASOPRESINA A DOSIS ALTAS EL DR. IBARRA FIJA PELVIS 

CON TUTOR EXTERNO, RECIBIÓ PACIENTE EN SALAS DE CIRUGIA, 

CONTINUO REANIMACIÓN HIDRICA Y POLITRANSFUSIÓN A PESAR DE 

DOSIS ALTAS DE VASO ACTIVOS Y ADMINISTRACIÓN DE 4000 CC DE 

CRISTALOIDES, 1000 CC DE COLOIDES, 4 UNIDADES DE GLOBULOS 

ROJOS CONTINUA CON TENSIÓN ARTERIAL 55/21 NO PALPO PULSO 

PERIFERICOS PULSO CAROTIDEO FILIFORME SE CANALIZA LINEA 

ARTERIAL FEMORAL DERECHA CON TECNICA ASEPTICA, SE TOMAN 

GASES ARTERIALES QUE REPORTAN: PH : 6.6. PC 02:37 PO2 :456 SPO2: 

94.4 HTO:11.2%, HCO3: 3.7 BE: -30.7 PAO2/FIO2:456, SE ORDENA 10 

AMPOLLAS DE BICARBONATO EN BOLO, SE INFORMA A FAMILIARES 

ESTADO CRITICO DEL PACIENTE, ALTO RIESGO DE MUERTO EN 

PROXIMOS MINUTOS, NO SE TRASLADA A UCI POR INESTABILIDAD, SE 

CONTINUA REANIMACIÓN EN SALA DE CIRUGIA PACINTE PRESENTA 

BRADICARDIA SEVERA SEGUIDA DE ASISTOLIA, SE INICIA MANIOBRAS 

DE RANIMACIÓN CON PRESIONES TORACICAS, DOSIS DE 

ADRENALINA CADA 3 MINUTOS SE VERIFICA RITMO ASISTOLIA, ET 

CO2 NO MAYO DE 7MMHG, LUEGO DE 20 MINUTOS DE 

REANIMACIÓN PERSISTE EN ASISTOLIA, PUPILAS MIDRIATICAS NO 

REACTIVAS, SE SUSPENDE MANIOBRAS, HORA DE LA MUERTE 21 



 
 

HORAS 04 MINUTOS, SE INFORMA A FAMILIARES. (subrayado fuera de 

texto)     

Es evidente conforme a la anterior nota medica que el paciente llego 

deteriorado en su estado de salud teniendo en cuenta las horas que 

estuvo en el puesto de salud del kilómetro 30 DEL HOSPITAL JOSE RUFINO 

VIVAS ESE sin recibir la tención medica que ameritaba el compromiso de 

sus múltiples fracturas en el accidente de tránsito.   

2.6.  Producto de las graves lesiones sufridas en el accidente de transitó 

que causó el vehículo recolector de basura de la empresa DAGUA LIMPIA 

S.A. E.S.P., en conjunto con la indebida atención medica recibida por el 

patrullero JHON ANDERSON en el puesto de salud del KM 30 del HOSPITAL 

JOSE RUFINO VIVAS E.S.E. con fundamento en la demora de remitirlo a 

una institución de salud de un nivel de atención que pudiera brindar el 

servicio de ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGIA que requería de manera 

urgente y vital, pierde la vida el día 11 de octubre de 2019 en la 

instalaciones de la CLINICA REY DAVID, donde llega en una condiciones 

lamentables, resalto con un Glasgow 5/15,  requiriendo reanimación casi 

inmediata al ingreso, pero a pesar de los esfuerzos de los especialistas fue 

imposible salvarle la vida dado el tiempo que había transcurrido desde el 

momento en  que ocurrió el trauma.     

 

2.7. Sorprendidos y desconsolados la familia MONTOYA NUÑEZ recibe la 

noticia del fallecimiento de su amado hijo y hermano JHON ANDERSON 

MONTOYA NUÑEZ, quien era la persona que solventaba 

económicamente el hogar, contribuía con los gastos de alimentos y 

demás, le ayudaba económicamente con el estudio a su hermano 

menor BRAYAN ALEXANDER, en otras palabras, una persona indispensable 

para la familia MONTOYA NUÑEZ. 

  



 
 

2.8.  Luego del fallecimiento de JHON ANDERSON, su señor padre LUIS 

NORBERTO MONTOYA LOPEZ entro en estado de depresión y pena moral 

ya que este joven de 24 años de edad era la luz de sus ojos y la 

esperanza de la familia MONTOYA NUÑEZ, lo que lo llevo a entrar en un 

estado de desesperación que solo puede conocer su familia y amigos 

quienes lo vieron caer en el alcohol para sobrellevar su pena moral. Pena 

moral por la que finalmente falleció el día 17 de febrero de 2020. 

 

2.9.  En conclusión, debe decirse, que en estos hechos son generadores 

de responsabilidad a las convocadas, por la falla en el servicio de la 

administración, consistente en la omisión de la NACIÓN MINISTERIO DE 

DEFENSA Y POLICIA NACIONAL, DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., HOSPITAL 

JOSERUFINO VIVAS E.S.E. y LA DRA. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, en 

el cumplimiento de sus funciones.  Lo anterior, generador de perjuicios de 

orden material y moral para su núcleo familiar, un lucro cesante futuro 

para su madre por ser 100% dependiente del hoy occiso. 

 

3. PRETENSIONES 

 

3.1. Que se declare administrativamente responsable a la NACIÓN- 

MINISTERIOR DE DEFENSA POLICIA NACIONAL; DAGUA LIMPIA 

S.A. E.S.P., HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS E.S.E., LA DRA. ANNY 

KAREN MOSCOSO ALVAREZ, del daño antijurídico causado a los 

demandantes, por falla en el servicio consistente en la omisión 

de los deberes de la administración frente al suceso que 

termino con la vida de JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ.  

 

3.2. Que como consecuencia de la anterior declaración se 

condene a la NACIÓN- MINISTERIOR DE DEFENSA POLICIA 

NACIONAL; DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., HOSPITAL JOSE RUFINO 



 
 

VIVAS E.S.E., LA DRA. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, al 

reconocimiento y pago a favor de los demandantes de los 

perjuicios inmateriales, materiales, daño a la salud y o vida de 

relación, daño por la afectación relevante de derechos 

constitucional o convencionalmente amparados, perdida de 

oportunidad, de acuerdo a la siguiente tipología y valoración: 

 

3.2.1 PERJUICIOS INMATERIALES 

 

3.2.1.1. PERJUICIO MORAL 

 

 Para OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA (Madre de la víctima): 100 Salarios 

Mínimos Legales Vigentes. 

 Para BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima 

incapaz): 100 Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ (Padre de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. Reclamados mediante acción 

hereditaria por sus hijos: LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ y BRAYAN 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ.   

 

3.2.1.2. DAÑO A LA SALUD Y/O VIDA DE RELACIÓN 

 

 Para OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA (Madre de la víctima): 100 Salarios 

Mínimos Legales Vigentes. 

 Para BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima 

incapaz): 100 Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. 



 
 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ (Padre de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. Reclamados mediante acción 

hereditaria por sus hijos: LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ y BRAYAN 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ.   

 

3.2.1.3. DAÑO POR LA AFECTACIÓN RELEVANTE DE DERECHOS 

CONSTITUCIONAL O CONVENCIONALMENTE AMPARADOS  

 

 Para OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA (Madre de la víctima): 100 Salarios 

Mínimos Legales Vigentes. 

 Para BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima 

incapaz): 100 Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ (Padre de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. Reclamados mediante acción 

hereditaria por sus hijos: LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ y BRAYAN 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ.   

 

3.2.1.4. PERDIDA DE OPORTUNIDAD  

 

 Para OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA (Madre de la víctima): 100 Salarios 

Mínimos Legales Vigentes. 

 Para BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima 

incapaz): 100 Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ (Hermano de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. 

 Para LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ (Padre de la víctima): 100 

Salarios Mínimos Legales Vigentes. Reclamados mediante acción 



 
 

hereditaria por sus hijos: LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ y BRAYAN 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ.   

 

 

3.2.2. PERJUICIOS MATERIALES  

 

3.2.2.1. LUCRO CESANTE CONSOLIDADO:  desde la ocurrencia de los 

hechos hasta la fecha la fecha de presentación de la 

solicitud de conciliación prejudicial, a favor de la señora 

madre: OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA, dado que su hijo 

trabajaba como patrullero de la policía nacional 

devengando promedio mensual la suma de 1.800.000 mil 

pesos. 

 

3.2.2.2. LUCRO CESANTE FUTURO para su señora madre: OLGA LUCIA 

NUÑEZ GARCIA hasta la expectativa de vida probable 

determinada por la jurisprudencia, Dane y Superfinanciera, 

teniendo en cuenta que para la fecha del accidente 

contaba con 53 años edad.  

 

 

3.3. Que se condene al NACIÓN- MINISTERIOR DE DEFENSA POLICIA 

NACIONAL; DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., HOSPITAL JOSE RUFINO 

VIVAS E.S.E., LA DRA. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, a la 

actualización de todos los valores que se deban pagar en 

dinero de acuerdo a la variación en el índice de precios al 

consumidor, utilizando las fórmulas de matemática financiera 

admitidas por la Jurisprudencia. 

 

3.4. Que se condene al NACIÓN- MINISTERIOR DE DEFENSA POLICIA 

NACIONAL; DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., HOSPITAL JOSE RUFINO 



 
 

VIVAS E.S.E., LA DRA. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, al pago 

de las costas y gastos causados con el presente proceso. 

 

4. FUNDAMENTOS LEGALES 

 

Sirven de fundamento jurídicos de la presente solicitud, los artículos 2, de 

la Constitución política de 1991, , capítulo VI Ley 23 de 1991, Ley 446 de 

1998 , articulo 23 Ley 640 de 2001, Ley 1285 de 2009 , artículo 161 numeral 

1 y  artículo  140 de la ley  1437 de 2011, Código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo (CPACA). 

De conformidad con los hechos expuestos anteriormente, se pasará a 

explicar brevemente como en el presente caso se reúnen los 

presupuestos básicos para imputarle responsabilidad al Estado1, la Carta 

Política de 1991 produjo su “constitucionalización” erigiéndola como 

garantía de los derechos e intereses de los administrados y de su 

patrimonio, sin distinguir su condición, situación e interés. Como bien se 

sostiene en la doctrina, 

“La responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como 

una garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad; los 

daños cubiertos por la responsabilidad administrativa no son 

deliberadamente causados por la Administración por exigencia del 

interés general, no aparecen como un medio necesario para la 

consecución del fin público”. 

 

Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución, cláusula general de 

la responsabilidad extracontractual del Estado, este concepto tiene 
                                                           
1 La “responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los 

administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son 

resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita 

de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los 

particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del 

estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las 

autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al 

Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de 

indemnización”. Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. Postura que fue seguida en la sentencia C-892 

de 2001, considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra también un régimen único de 

responsabilidad, a la manera de una cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos causados 

por las actuaciones y abstenciones de los entes públicos”. Corte Constitucional, sentencia C-892 de 2001 



 
 

como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a 

un administrado, y la imputación del mismo a la administración pública 

tanto por la acción, como por la omisión, bien sea bajo los criterios de 

falla en el servicio, daño especial, riesgo excepcional u otro. 

En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado 

se puede configurar una vez se demuestre el daño antijurídico y la 

imputación (desde el ámbito fáctico y jurídico). Conforme a lo cual se 

analizará el caso a resolver. 

Lo anterior sustentado además en la inexistencia de causas extrañas que 

liberen la responsabilidad de la administración por rompimiento del nexo 

causal, tales como: fuerza mayor; culpa exclusiva de la víctima; hecho 

exclusivo y determinante de un tercero. 

 

RESPONSABILIDAD DE LA EMPRESA DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P.  

 

Como se indicó precedentemente, la responsabilidad administrativa y 

patrimonial de la sociedad convocada DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., se 

atribuye jurídicamente en virtud que el daño, en este caso la muerte del 

señor JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), devino del ejercicio 

de una actividad peligrosa, en este caso la conducción del vehículo 

recolector de basura que se encontraba mal estacionado en la vía, 

como puede observarse evidentemente de las fotografías.   

 

Una de las causas principales o eficientes del daño (muerte del 

motociclistas), derivadas del accidente de tránsito ocurrido el día 11 de 

Octubre de 2019, en el kilómetro 30, jurisdicción del Municipio de Dagua, 

fue el mal estacionamiento del vehículo recolector de basura, en una vía 

que es angosta y dos carriles, que por el tamaño y dimensión del carro 



 
 

recolector, ocupaba todo el carril de circulación mismo por donde se 

desplazaba el señor MONTOYA NUÑEZ, lo que generó que éste hiciera 

una maniobra obligada de adelantamiento impactando 

desafortunadamente con otro motociclista que se desplazaba en sentido 

contrario.     

Por esta razón, si el camión no se hubiera estacionado indebidamente 

ocupando la totalidad del carril por donde se desplazaba el señor JHON 

ANDERSON MONTOYA NUÑEZ, el accidente de tránsito no se hubiera 

presentado, erigiéndose esta como una causa del daño.  

A continuación, reseñamos varias sentencias en las que el Consejo de 

Estado y la Corte Suprema de Justica han señalado el régimen de 

responsabilidad aplicable cuando los daños se generan a partir del 

ejercicio de una actividad peligrosa:  

 

 Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia 

05001233100019950046401 (21285), Noviembre16/2012, C. P. Enrique 

Gil Botero.  

 

El análisis de la imputación de riesgo excepcional se aborda ante un 

accidente de tránsito en un vehículo oficial porque se predica 

peligrosidad de la actividad, indicó el Consejo de Estado. Para el caso en 

estudio, la responsabilidad surge en virtud que si bien el vehículo 

recolector de basura, era de propiedad o se encontraba al servicio, uso, 

control y administración de la empresa DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., por tal 

razón, se infiere que la institución se beneficiaba de la actividad, sino 

también ejercía como guardián del comportamiento, ya que se 

encontraba al mando de la operación.   

  



 
 

“5. Probado el daño, procede analizarse lo concerniente a la 

imputación fáctica, que tiene como propósito determinar si en el 

plano material más no necesariamente causal, el daño es atribuible 

o no a un sujeto de derecho.  Así las cosas, antes de abordar el 

análisis de la imputación jurídica o el fundamento de la 

responsabilidad, es imprescindible que la lesión o afectación 

antijurídica esté radicada en cabeza de la entidad o del sujeto 

pasivo de la relación. Una vez constatado lo anterior, es posible 

abordar el análisis sobre la imputación jurídica, esto es, si existe o 

no, un fundamento normativo que concrete, en el caso específico, 

la obligación de resarcir el daño antijurídico. 

 

De acuerdo con el acervo probatorio que obra en el proceso se 

tiene que el 9 de abril de 1994, el Cabo Osgardo Herrera Ciro, 

conductor del vehículo oficial pick-up modelo 89, placas K 89152, 

por órdenes de su superiores y bajo la coordinación del Teniente 

Echavarría Echavarría, se dirigió al aeropuerto los Cedros a recoger 

un grupo de soldados y un suboficial provenientes de la Guajira, 

que al poco tiempo de haber iniciado el desplazamiento, en una 

curva, el vehículo se salió de la vía y al tratar de entrar 

nuevamente, dio una vuelta sobre el lado derecho y cayó en una 

cuneta; con lo que de suyo, en principio está demostrado la 

atribuibilidad fáctica del daño causado a la entidad demandada. 

 

No obstante, adujo la defensa de la Nación, la existencia de 

eximentes de responsabilidad como el hecho de un tercero, y/o 

culpa personal del agente; sin embargo, en cuanto al primero, 

observa la sala que no se allegaron al proceso los medios suasorios 

necesarios para evidenciar una causal impeditiva de imputación y 

desde luego excluyente de responsabilidad, toda vez que si bien en 

el informe de accidente rendido por el Teniente Arcángel Echavarria 

Echavarria, éste señaló que “a la altura de una curva apareció un 

camión, el cual cerró el vehículo en el que viajaba” (fl. 3 cdno anexo 

1 del expediente No. 950.449), conforme la declaración del C.P 

Osgardo Herrera Ciro, ello no corresponde a la verdad, en razón a 

que sobre el asunto declaró: 

 

“Estando allí hospitalizado, a eso de las 7:30 

de la noche, se me acercó el Sargento 

Primero GARCÍA procedente de la brigada, 

por órdenes del señor Teniente ECHAVARRÍA 

ECHAVARRÍA ANGEL para que me dijera que 

si me preguntaban en alguna declaración 

en dónde iba el señor Teniente ECHAVARRÍA 

dijera que él iba en la parte de atrás del 



 
 

pick-up y que además dijera a nosotros nos 

había cerrado un camión bananero azul, lo 

cual no se ajusta a la realidad porque el 

Teniente ECHAVARRÍA iba en la cabina junto 

conmigo y porque no nos cerró ningún 

camión sino que por órdenes de él se 

aceleró”. (fl. 460 cdno. 950.465). 

 

Luego, en modo alguno puede tenerse como cierta la existencia 

de una causa extraña, como lo es el hecho de un tercero, en el 

acaecimiento del accidente en el que se produjeron los daños 

aludidos. 

 

Tampoco es de recibo la causal eximente denominada culpa 

personal del agente, ya que de conformidad con los elementos 

demostrativos aportados, quedó establecida la atribuibilidad o 

imputación fáctica a la entidad demanda por cuanto la guarda de 

la actividad peligrosa la tenía tanto el cabo Osgardo Herrera Ciro, 

conductor del vehículo, como el teniente Arcángel Echavarría 

Echavarría, quien estaba al mando de la operación.  

 

En efecto, se ha aceptado la existencia de diversos tipos de 

guardianes, bien porque domina la actividad (guarda en el 

comportamiento), o porque domina la cosa (guarda en la 

estructura), esta corporación ya ha abordado el análisis de la 

posibilidad de predicar la acumulación de las mismas, 

circunstancia que ha  permitido definir, en supuestos en los que una 

de las guardas no está a cargo del Estado, la existencia o no 

responsabilidad solidaria en la producción de un determinado 

daño antijurídico  

 

 Sobre el particular, la doctrina nacional más autorizada en la 

materia ha   puntualizado:  

                              

“En determinado momento, la guarda de una 

cosa puede estar en cabeza de varias personas, 

sea porque les es común, sea porque les 

pertenezca y de una u otra forma tienen poder de 

dirección y control sobre ella, aunque desde 

diferentes ámbitos…”2  

 

Es posible, entonces, que dos o más personas se sirvan de una cosa, 

circunstancia por la cual se puede predicar de ellos la condición 

                                                           
2 TAMAYO Jaramillo, Javier “Tratado de Responsabilidad Civil”, Ed. Legis, Bogotá, Tomo I, pág. 884 y 885.  



 
 

de guardianes acumulativos. Y, si bien, por regla general, la guarda 

material es alternativa, es decir, no se comparte en su estructura o 

en su comportamiento, sino que es ejercida por un determinado 

sujeto (eje: el conductor del vehículo automotor), es cierto que 

pueden existir eventos en los cuales es viable acumular la guarda 

material de la cosa, circunstancia que permitirá definir quien o 

quienes son las personas que ejercen la facultad de control y 

dirección sobre la misma y, por consiguiente, en el supuesto de que 

se genere un daño con ella, se pueda determinar la imputación del 

resultado3.  

 

En consecuencia, es posible hablar de la guarda acumulativa, en 

aquellos eventos en que un número plural de sujetos ejercen el 

control o la dirección sobre la cosa o la actividad riesgosa, de tal 

manera que, en estos casos, por regla general, la doctrina y la 

jurisprudencia se han inclinado por avalar la teoría de la guarda en 

la estructura y la guarda en el comportamiento, de tal forma que se 

facilite el análisis de imputación, esto es, de atribución del daño.  

 

En estos supuestos, es imperativo determinar quién es el guardián o 

guardianes de la cosa, con miras a esclarecer quién es el 

responsable en la concreción del riesgo, circunstancia que 

permitirá atribuir la responsabilidad por el daño antijurídico 

padecido. 

 

 Al respecto, la Sala en reciente oportunidad precisó:  

 

“Sobre este aspecto, la doctrina distingue 

entre la peligrosidad de la estructura y la 

peligrosidad en el comportamiento de las 

cosas inanimadas, para considerar que hay 

peligrosidad en la estructura cuando “la 

cosa tiene un dinamismo propio o, a pesar 

de no tenerlo, conserva la posibilidad de 

dañar dada su ubicación, construcción o 

materiales utilizados” y existe peligrosidad en 

                                                           
3 “En este supuesto, todos los sujetos asumen el carácter de guardianes, ejercitando el poder de gobierno y 

dirección de la cosa o sirviéndose de ella en conjunto. La pluralidad de guardianes puede presentarse de 

diferente modo; es factible que existan dos guardianes que de manera compartida se sirvan de la cosa y la 

tengan a su cuidado, ejercitando sobre ella el poder autónomo de gobierno, control y dirección; así, por 

ejemplo, cuando dos personas reciben un inmueble en comodato, actúan de manera conjunta como 

guardianes pues se sirven de ella y la tienen a su cuidado.  

“En otras oportunidades, en cambio, la pluralidad de guardianes puede presentarse de distinta manera, pues 

es uno de los sujetos el que se sirve de la cosa, aunque sin tener circunstancialmente sobre la cosa un poder 

de hecho autónomo que se traduzca en aquellas facultades de dirección, control y cuidado, y otro, distinto 

de aquél, es quien tiene estas prerrogativas aunque sin servirse de la cosa. Tal lo que sucede, por ejemplo, en 

el supuesto del contrato de depósito, al que hemos hecho referencia en el punto anterior.” PIZARRO, Ramón 

Daniel “Responsabilidad Civil por el Riesgo o Vicio de la Cosa”, Ed. Universidad, Buenos Aires, Pág. 405.  



 
 

el comportamiento cuando “una cosa o 

actividad que pueden tener o no dinamismo 

propio son utilizadas en tal forma que de ese 

uso surge la peligrosidad”4. En este orden de 

ideas, un vehículo en movimiento representa 

un peligro por su comportamiento, pero un 

vehículo estacionado no representa ningún 

peligro desde el punto de vista de su 

comportamiento y sólo será un peligro en su 

estructura por la posibilidad de su explosión, 

por ejemplo. Los daños que se generen 

como consecuencia de la materialización 

de esos peligros podrán ser resueltos, como 

ya se señaló con fundamento en el criterio 

de imputación de riesgo excepcional.” 5 

(Cursivas del original).  

  

En el ámbito de la responsabilidad civil extracontractual, la doctrina 

mayoritaria ha reconocido la imposibilidad de imputar la 

responsabilidad al guardián del comportamiento, cuando de los 

supuestos fácticos se desprende que el daño se origina en la 

estructura misma de la cosa, o de los elementos a través de los 

cuales se desarrolla la actividad6; no sucede lo propio en sede de 

la responsabilidad extracontractual de la administración pública, 

toda vez que, si el Estado es el guardián del comportamiento o de 

la actividad peligrosa, es porque se está frente a la prestación de 

un servicio público o actividad estatal y, por lo tanto, no se puede 

liberar de su responsabilidad en relación con los hechos, máxime si 

el daño es producto de la concreción de una actividad de alto 

riesgo. 

 

En efecto, en tratándose de la responsabilidad extracontractual del 

Estado, ni siquiera es posible excluir la imputación del resultado, en 

aquellos eventos en que se tenga una guarda compartida de la 

cosa o de la actividad peligrosa, como quiera que, en estos 

supuestos, la administración pública debe ser juzgada bajo el 

amparo del artículo 90 de la Constitución Política y, por lo tanto, 

                                                           
4 JAVIER TAMAYO JARAMILLO Tratado de Responsabilidad Civil. Bogotá, Ed. Legis, 2ª. ed., 2007, pág 941. 
5 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 14.780, M.P. Ruth Stella Correa 

Palacio.  
6 “Cuando el daño se produce por un vicio de la cosa, esta doctrina considera que solamente debe responder 

el “guardián de la estructura”, sobre quien pesa el deber de conservar la cosa en buen estado y libre de todo 

vicio, y que no es otro que el propietario. En este supuesto, sería injusto responsabilizar al “guardián del 

comportamiento” toda vez que no puede reprochársele haber incurrido en falta alguna. Inversamente, si el 

daño obedece a deficiencias en el comportamiento de la cosa, debe responder quien tiene la guarda de 

dicho funcionamiento v.gr. el comodatario o locatario, debiendo en principio, quedar exento de 

responsabilidad el guardián de la estructura.” PIZARRO, Ramón Daniel Ob. Cit. Pág. 406 y 407.  



 
 

deberá reparar el daño de manera integral para luego repetir, si es 

del caso, en contra de la persona o personas que tenían la guarda 

material compartida del factor o elemento de riesgo.  

 

En consecuencia, en eventos en que se juzgue la responsabilidad 

patrimonial de la administración pública, donde se aprecie la 

existencia de una guarda acumulativa entre dos o más sujetos, en 

la que si quiera una de ellas está a cargo del aparato estatal, no se 

podrá excluir el deber de reparación integral, bien sea porque el 

Estado sea el guardián de la estructura o del comportamiento, 

dado que en estas situaciones la administración, en su calidad de 

controladora de la cosa o de la actividad, estará obligada a la 

reparación del perjuicio. De este modo, siendo claro que en el sub 

–examine, la guarda de la actividad riesgosa la compartía el 

conductor del vehículo y el teniente que estaba al mando de la 

operación, de suyo se tiene que  la misma estaba a cargo 

directamente del Estado, por lo que, desde ésta arista, de él se 

predica la atribuibilidad fáctica del resultado. 

 

Ahora bien, de manera reiterada la Sala ha sostenido que al 

predicarse la peligrosidad de la actividad, no cabe duda acerca 

de la posibilidad de abordar el análisis de imputación, 

instrumentalizando el título jurídico del riesgo excepcional, toda vez 

que el daño así producido será el resultado de la materialización 

del desbordamiento de los estándares del riesgo permitido7, por 

cuanto el detrimento se acarrea por el rompimiento de las cargas 

públicas en la medida que la persona o personas afectadas, son 

sometidas a un riesgo anormal y excepcional diferente al que 

deben tolerar, en el diario vivir.  

 

 Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia 

25000232600019960314901 (20038), Enero 18/2012, C.P. Olga Mélida 

Valle de La Hoz. 

 

El Consejo de Estado recordó que la conducción de vehículos es una 

actividad peligrosa, por lo que el régimen de responsabilidad por los 

daños antijurídicos causados es objetivo. Ello es así, además, porque el 

                                                           
7 “De esta manera, todo aquel riesgo que permanece aun con el cumplimiento de las normas de cuidado que 

deben acompañar la ejecución de toda actividad socialmente admitida, recibe la denominación de riesgo 

permitido… Como postulado general puede entonces decirse que todas aquellas actividades desarrolladas 

dentro de lo que socialmente se considera un riesgo permitido no pueden dar lugar a reproche jurídico de 

ninguna naturaleza, aun en el evento de que generen lesiones a particulares…” Cf. REYES Alvarado, Yesid 

“Imputación Objetiva”, Ed. Temis, Bogotá, Pág. 92 y 93.   



 
 

riesgo creado en el desarrollo de esa actividad es una carga excesiva, 

grave y anormal que no deben asumir los ciudadanos. De esta forma, la 

corporación declaró la responsabilidad del Estado por las lesiones que 

sufrió una voluntaria de la Defensa Civil en un accidente de tránsito 

cuando se desplazaba en un vehículo de esa entidad. Como la 

dirección, uso y control del vehículo se encontraba en cabeza de la 

Defensa Civil, tenía la guarda jurídica y material de la actividad peligrosa.  

 

 Corte Suprema de Justicia Sala Civil, Sentencia 

20001310300520050040601, septiembre 18/2009, M.P. William 

Namén Vargas 

 

La Corte Suprema de Justicia indicó que, en el régimen de 

responsabilidad civil por actividades peligrosas, la víctima solo debe 

probar el daño y la relación de causalidad con la actividad peligrosa, 

mientras que el agente, si quiere exonerarse, debe acreditar plenamente 

el elemento extraño como causa exclusiva del daño. En esa medida, si la 

víctima ejerce una conducta ilícita, crea un riesgo, pero no por ello se 

excluye la aplicación del régimen jurídico de la responsabilidad civil por 

actividades peligrosas, explicó la Sala Civil. En su opinión, la incidencia de 

la actuación de la víctima será considerada para exonerar de 

responsabilidad al agente o para reducir el monto de la condena, por lo 

que, si se concluye que esta conducta no tuvo incidencia en el hecho, 

no se aplicaría la reducción. Por último, la corporación explicó que la 

reparación del daño moral en materia civil está determinada por las 

circunstancias propias del caso y los elementos de convicción allegados 

al proceso.  

 En sentencia del Consejo de Estado, de Julio 07 de 2011, con 

Ponencia de la Dra. OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ, dentro del 

proceso bajo Radicación: 25000-23-26-000-1996-02730-01(18194) 



 
 

 

Proceso promovido por ALFONSO GUZMAN URREGO Y OTROS, en contra 

de LA NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, en relación con la 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Imputación del 

daño antijurídico / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - 

Muerte de soldado en accidente de tránsito / CONDUCCION DE 

VEHICULOS - Actividad peligrosa / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO – 

Configuración, señaló:  

“De conformidad con lo probado en el presente proceso, en 

el caso concreto se encuentra que la víctima al momento de 

su fallecimiento ejercía como soldado regular en la ESCAB, y 

su  deceso se ocasionó por causa y razón del servicio,  al 

volcarse el vehículo blindado Urutu A 24, cuando efectuaba 

operaciones de registro del área donde ocurrió el accidente 

como consta en el extracto de la hoja de vida de Lucinio 

Ernesto Guzmán. El vehículo donde falleció el soldado regular 

LUCINIO ERNESTO GUZMÁN era un vehículo blindado 

considerado como material de guerra tal como quedó 

consignado en el Acta No. 576 del 4 de junio de 1997, por 

medio de la cual, el vehículo Urutu A 24, fue asignado al 

Grupo Mecanizado No. 10 Tequendama.(…) la Sala 

encuentra acreditado que  los daños alegados por los 

demandantes son imputables a  La Nación - Ministerio de 

Defensa Nacional, por lo que, está demostrado que en 

cumplimiento de dichas funciones públicas y como 

consecuencia de la realización de una actividad peligrosa, 

como es la conducción de vehículos automotores, resultó 

muerto el señor LUCINIO ERNESTO GUZMÁN. Al respecto, cabe 

precisar, que en los casos de responsabilidad por el ejercicio 

de actividades peligrosas, a la parte actora le basta con 

probar la existencia del daño y si éste es imputable a la 

administración, por lo tanto tratándose de un régimen 

objetivo los demandantes no debían demostrar la 

negligencia, imprudencia o falla del conductor del 

automotor, sino simplemente la existencia del daño, que en 

este caso lo configura la muerte de Lucinio Ernesto Guzmán 

Cantor, y si este es atribuible a la actividad de la entidad 

demandada, o sea la conducción de vehículo automotor 

Urutu A 24, asignado al Grupo Mecanizado No. 10 



 
 

Tequendama, que causó el daño cuya indemnización se 

depreca en la demanda 

 

“Es preciso indicar que en cuanto a la conducción de 

vehículos, la Sala tiene por establecido que es una actividad 

peligrosa8 y que como tal, el régimen de responsabilidad 

aplicable es el objetivo, toda vez que el riesgo creado en 

desarrollo de dicha actividad es una carga excesiva, grave y 

anormal que no deben asumir los ciudadanos9. No obstante 

lo anterior, la entidad responsable puede exonerarse 

alegando las causales de fuerza mayor, hecho de la víctima 

o de un tercero.  

 

De otro lado, a efectos de establecer el responsable de los 

daños derivados de una actividad riesgosa, es preciso 

identificar quién ejerce la guarda material sobre la actividad 

o la cosa peligrosa10. Y, en cuanto concierne al título de 

imputación del daño alegado por los demandantes, resulta 

                                                           
8 “...reflexiones similares a las realizadas para justificar la teoría de la responsabilidad por el riesgo excepcional 

permiten afirmar, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, que el 

régimen aplicable en caso de daño causado mediante actividades o cosas que exponen a los administrados 

a un riesgo grave y anormal, sigue siendo de carácter objetivo. En efecto, basta la realización del riesgo 

creado por la administración para que el daño resulte imputable a ella.  Es ésta la razón por la cual la 

Corporación ha seguido refiriéndose al régimen del responsabilidad del Estado fundado en el riesgo 

excepcional, en pronunciamientos posteriores a la expedición de la nueva Carta Política. 

“La actividad generadora del daño causado, en el caso que ocupa a la Sala, es una de aquéllas. En efecto, 

la conducción de vehículos automotores ha sido tradicionalmente considerada una actividad peligrosa. 

“No se trata, en consecuencia, de un régimen de falla del servicio probada, ni de falla presunta, en el que el 

Estado podría exonerarse demostrando que actuó en forma prudente y diligente.  Al actor le bastará probar la 

existencia del daño y la relación de causalidad entre éste y el hecho de la administración, realizado en 

desarrollo de la actividad riesgosa. Y de nada le servirá al demandado demostrar la ausencia de falla; para 

exonerarse, deberá probar la existencia de una causa extraña, esto es, fuerza mayor, hecho exclusivo de un 

tercero o de la víctima”. Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 19 de julio de 

2000, expediente 11.842. 
9 “Tanto la jurisprudencia de la Sala como la de la Corte Suprema de Justicia, en sede de casación civil y la 

doctrina, han ensayado distintos criterios para definir cuándo una actividad es peligrosa. Así, se afirma que una 

actividad es peligrosa cuando rompe el equilibrio existente, colocando a las personas ante el peligro inminente 

de recibir lesión en su persona o en sus bienes. La inminencia de un peligro que desborda la capacidad de 

previsión o resistencia común de los seres humanos, son las características determinantes para definir las 

actividades peligrosas. No debe perderse de vista que el peligro es un concepto indeterminado y por lo tanto, 

sólo puede ser establecido por el juez en atención a las circunstancias particulares del caso concreto.” 

Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el diez de agosto de 2000, expediente 

13.816. 
10 “En este supuesto, todos los sujetos asumen el carácter de guardianes, ejercitando el poder de gobierno y 

dirección de la cosa o sirviéndose de ella en conjunto. La pluralidad de guardianes puede presentarse de 

diferente modo; es factible que existan dos guardianes que de manera compartida se sirvan de la cosa y la 

tengan a su cuidado, ejercitando sobre ella el poder autónomo de gobierno, control y dirección; así, por 

ejemplo, cuando dos personas reciben un inmueble en comodato, actúan de manera conjunta como 

guardianes pues se sirven de ella y la tienen a su cuidado.  

“En otras oportunidades, en cambio, la pluralidad de guardianes puede presentarse de distinta manera, pues 

es uno de los sujetos el que se sirve de la cosa, aunque sin tener circunstancialmente sobre la cosa un poder 

de hecho autónomo que se traduzca en aquellas facultades de dirección, control y cuidado, y otro, distinto 

de aquél, es quien tiene estas prerrogativas aunque sin servirse de la cosa. Tal lo que sucede, por ejemplo, en 

el supuesto del contrato de depósito, al que hemos hecho referencia en el punto anterior.” PIZARRO, Ramón 

Daniel “Responsabilidad Civil por el Riesgo o Vicio de la Cosa”, Ed. Universidad, Buenos Aires, 1983, Pág. 405.  



 
 

oportuno destacar algunos apartes de la providencia del 14 

de junio de 2001, exp. 12696, en la que se puntualizó:  

“Con anterioridad a la expedición de la 

Constitución Política de 1991, esta Sala elaboró 

y desarrolló los fundamentos de varias teorías o 

regímenes que permitían sustentar, con base 

en el análisis del caso concreto, la 

responsabilidad del Estado. “Así, se desarrolló, 

entre otras, la teoría del riesgo excepcional, 

cuyo contenido, precisado en varios 

pronunciamientos, fue presentado muy 

claramente en sentencia del 20 de febrero de 

1989, donde se expresó: 

“...Responsabilidad por el riesgo excepcional. 

Según esta teoría, el Estado compromete su 

responsabilidad cuando quiera que en la 

construcción de una obra o en la prestación de 

un servicio, desarrollados en beneficio de la 

comunidad, emplea medios o utiliza recursos 

que colocan a los administrados, bien en sus 

personas o en sus patrimonios, en situación de 

quedar expuestos a experimentar un “riesgo de 

naturaleza excepcional” que, dada su 

particular gravedad, excede notoriamente las 

cargas que normalmente han de soportar los 

administrados como contrapartida de los 

beneficios que derivan de la ejecución de la 

obra o de la prestación del servicio...”.11  

“Precisó el Consejo de Estado, en aquella 

oportunidad, que el régimen de 

responsabilidad por riesgo excepcional podía 

incluirse dentro de los denominados regímenes 

objetivos, en los que el elemento falla del 

servicio no entra en juego. En efecto, no está el 

actor obligado a probarla ni el demandado a 

                                                           
11 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección III, 20 de febrero de 1989. Expediente 

4655. Actor: Alfonso Sierra Velásquez. 



 
 

desvirtuarla, y la administración sólo se exonera 

demostrando la existencia de una causa 

extraña, que rompa el nexo de causalidad. 

“A partir de la expedición de la nueva 

Constitución Política, todo debate sobre la 

responsabilidad del Estado debe resolverse con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 90 de 

la misma, según el cual éste responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos 

causados por la acción u omisión de las 

autoridades públicas, que les sean imputables. 

Debe establecerse, entonces, en cada caso, si 

existen los elementos previstos en esta 

disposición para que surja la responsabilidad. 

“Sin embargo, reflexiones similares a las 

realizadas para justificar la teoría de la 

responsabilidad por el riesgo excepcional 

permiten afirmar, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 90 de la Constitución 

Política de 1991, que el régimen aplicable en 

caso de daño causado mediante actividades 

o cosas que exponen a los administrados a un 

riesgo grave y anormal, sigue siendo de 

carácter objetivo. En efecto, basta la 

realización del riesgo creado por la 

administración para que el daño resulte 

imputable a ella. Es ésta la razón por la cual la 

Corporación ha seguido refiriéndose al régimen 

de responsabilidad del Estado fundado en el 

riesgo excepcional, en pronunciamientos 

posteriores a la expedición de la nueva Carta 

Política…12  

NOTA DE RELATORIA: Sobre conducción de vehículos y 

el título de imputación, consultar sentencia de 20 de 

febrero de 1989, expediente número 4655; sentencia de 

16 de junio de 1997, expediente número 10024; 

                                                           
12 Ver, entre otras, sentencia de la Sección Tercera, de 16 de junio de 1997, expediente 10024. 



 
 

sentencia de 19 de julio de 2000, expediente número 

11842 y sentencia de 10 de agosto de 2000, expediente 

número 13816. 

Con base en los anteriores antecedentes y precedentes 

Jurisprudenciales, en torno a la responsabilidad del Estado por 

actividades peligrosas en la conducción de vehículos, es que invocamos 

que en el caso particular, existe una responsabilidad objetiva de la 

empresa DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., con ocasión a los hechos ocurridos el 

día 11 de Octubre de 2019, donde resultó gravemente lesionado, como 

consecuencia de ello se produjo su deceso horas después.  

 

En este orden de cosas, ante la presencia de un daño al cual mis 

representados no estaba obligado a soportar, nace jurídicamente la 

obligación de la entidad demandada de reparar todos los daños 

materiales e inmateriales que se hayan ocasionado con relación al 

accidente de tránsito objeto de esta demanda.   

  

 

RESPONSABILIDAD DEL HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE, DRA. ANNY 

KAREN MOSCOSO ALVAREZ, Y LA NACIÓN, MINISTERIO DE DEFENSA, 

POLICIA NACIONAL.  

 

La responsabilidad de estas partes convocadas radica esencialmente en 

el incumplimiento y falla en que incurrieron en la prestación de los 

servicios de salud JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), el día 11 

de octubre de 2019, cuando ingresó al servicio de urgencias luego de 

haber sufrido el accidente de tránsito.  

De la revisión de la historia clínica, se observa que la atención médica 

recibida fue inadecuada, deficiente, inoportuna; además, la médico 

ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, que prestaba sus servicios para el 

HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS, no actuó de manera prudente y 



 
 

diligentemente frente a un paciente que ingresa después de sufrir un 

accidente de tránsito que había sufrido múltiples fracturas, que lo 

condujeron a su muerte, frente a la defectuosa atención médica recibida 

desde su ingreso hasta el momento en que fue remitido y recibido en la 

CLINICA REY DAVID de la ciudad de Cali. Obsérvese las malas 

condiciones generales de salud que con las que el señor JHON 

ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.).  

Conforme la jurisprudencia del Consejo de Estado, el régimen aplicable al 

caso particular, es el de falla probada del servicio. En este régimen se 

exige para configurar la responsabilidad estatal por la actividad médica 

hospitalaria, acreditar la falla propiamente dicha, el daño antijurídico y el 

nexo de causalidad entre aquella y éste. 

En el caso particular, evidentemente se configuran los elementos 

mencionados: el primero de ellos corresponde al daño, consistente en la 

afectación, menoscabo, lesión o perturbación personal a un bien 

jurídicamente protegido, del cual la victima o víctimas no estaban 

obligados a soportar. Con los anexos de la solicitud se encuentran la 

historia clínica, necropsia médico legal y acta de levantamiento a 

cadáver que demuestran la afectación a la integridad personal y la vida 

del señor JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), lesiones y muerte 

derivada de los hechos acontecidos el día 11 de octubre de 2019.    

En cuanto a la falla o perdida de oportunidad en el servicio de salud, con 

fundamento en la historia clínica y la necropsia médico legal, se acredita 

que la médico y la institución de salud que brindaron los servicios 

médicos, no lo hicieron en forma oportuna, eficiente, adecuada, perita y 

de acuerdo a los estándares de calidad y protocolos médicos para la 

atención de pacientes que ingresan por accidentes automovilísticos y 

sufren múltiples fracturas. Ni la médico ni la IPS actuaron de forma 

diligente y prudente, pues no se prestaron los servicios médicos con los 



 
 

medios y recursos humanos, técnicos, científicos necesarios. Si se tiene en 

cuenta el trauma y la fractura evidenciada clínicamente al señor 

MONTOYA NUÑEZ, debió remitirse de manera urgente y prioritaria a la 

ciudad de Cali o por los menos a la ciudad de Dagua a un HOSPITAL con 

la capacidad para brindar la atención requerida y no tenerlo esperando 

sabiendo que no se contaban con los recursos para brindarle la atención 

que requería, al punto de la negligencia que solo cuando lo vieron 

notoriamente deteriorado fue ordenada su remisión de manera tardía.  

Cuando se ordena la remisión a la ciudad de Cali habían trascurrido 

aproximadamente cinco (5) horas, en ese momento las condiciones de 

salud del paciente se habían deteriorado y su vida estaba 

comprometida, se les volvió una urgencia vital por la falta de remisión 

inmediata, sabiendo que no podían atender ese paciente ni brindarle un 

diagnostico pues no contaban con los recursos técnicos ni humanos para 

ello, es por ello que cuando ingresó a la Clínica Rey David de la ciudad 

de Cali, inmediatamente tuvo que ser reanimado y a las pocas horas se 

presenta el fallecimiento.  

Dada la situación clínica del paciente por sus múltiples fracturas después 

del accidente de tránsito, su pronóstico de recuperación fue eliminado, 

al no haberse ordenado el traslado en un tiempo menor, lo que acredita 

una falla asistencial o una pérdida de oportunidad, derivadas de una 

remisión y atención inoportuna y tardía. 

Respecto del trámite administrativo de remisión del paciente, éste 

conforma el servicio de referencia y contrarreferencia en el sistema 

general de seguridad social en salud de Colombia. La Constitución 

Política faculta al Estado para organizar, dirigir y reglamentar la 

prestación de servicios de salud a los habitantes del territorio nacional. 

(art. 49 C.N.). 



 
 

En desarrollo de estas competencias constitucionales, dentro de la 

intervención del Estado en el servicio público de seguridad social en 

salud, deberá organizar el servicio en forma descentralizada, por niveles 

de atención y con participación de la comunidad. (Ley 100 artículo 154 

literal f.). 

En el Plan Obligatorio de Salud, todas las Empresas Promotoras de Salud 

establecerán un sistema de referencia y contrarreferencia para que el 

acceso a los servicios de alta complejidad se realice por el primer nivel de 

atención, excepto en los servicios de urgencias, el cual se reglamentará 

por el Gobierno Nacional. (17 Ley 100 artículo 162, parágrafo 5). 

En el mismo sentido, debe tenerse en cuenta la ley 715 de 2001 sobre la 

prestación del servicio de salud a nivel territorial, el sistema de referencia y 

contrarreferencia se define en el Decreto 4747 de 2007, el artículo 17 del 

Decreto 4747 de 2007, la obligada a responder por el proceso de 

referencia y contrarreferencia es la Empresa Promotora de Salud (EPS). 

Así las cosas, en el régimen jurídico de referencia y contrarreferencia, el 

deber obligacional para garantizar la remisión de la paciente recae en la 

Empresa Promotora de Salud, en este caso la NACIÓN, MINISTERIO DE 

DEFENSA, POLICIA NACIONAL, quien tenía la obligación de establecer y 

gestionar la necesidad de un nivel superior, por la valoración 

especializada que requiriera la paciente, de acuerdo a su red de 

servicios. Sin olvidar que, mientras esto ocurría la paciente permanecía 

bajo el cuidado de la institución de servicios de salud respectiva y del 

médico tratante.  

Por último, se encuentra demostrada la relación o nexo causal entre la 

muerte del señor JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ (Q.E.P.D.), y la 

precaria actuación médico asistencial brindada por las entidades 



 
 

demandadas, configurándose la responsabilidad extracontractual del 

Estado. 

 

LEGITIMACIÓN PARA RECLAMAR LOS PERJUICIOS POR VIRTUD DE LA 

ACCIÓN HEREDITARIA:  

 

Resulta oportuno en este momento traer a colación el fundamento 

jurídico para el acceso de los herederos a la indemnización adeudada al 

occiso al momento de su muerte. 

 

En orden de los anteriores planteamientos, es preciso indicar que cuando 

la víctima directa de un daño fallece, sus herederos se encuentran 

legitimados para reclamar al causante del daño, la indemnización que 

primigeniamente correspondía al finado, mediante el ejercicio de la 

acción hereditaria, esto, no solo en criterio del suscrito apoderado, sino 

en criterio imperante de la Sala civil de la Corte Suprema de Justicia, 

visible entre otros, en fallo SC – 084 de 2005, con Ponencia del Magistrado 

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR13, con sustento en el Art. 2342 C.C.14, 

siendo permitido a los actores reclamar acumuladamente, los perjuicios 

que padeció su causante, junto a los suyos propios, incluso, tratándose de 

los perjuicios morales, como bien lo ha reconocido la mencionada 

corporación, entre otras en sentencia 14491 de octubre 18 de 2005 con 

                                                           
13 Sala de Casación Civil. Sentencia SC – 084 de 2005, con Ponencia del Magistrado JAIME ALBERTO ARRUBLA 

PAUCAR, quien manifiesta lo siguiente: “1. Cuando la víctima directa de un acto lesivo, fallece como 

consecuencia del mismo, sus herederos están legitimados para reclamar la indemnización del perjuicio por ella 

padecido, mediante el ejercicio de la denominada acción hereditaria o acción hereditatis, transmitida por el 

causante, y en la cual demandan, por cuenta de éste, la reparación del daño que hubiere recibido13. Dicha 

acción es de índole contractual o extracontractual, según que la muerte del causante sea fruto de la 

infracción de compromisos previamente adquiridos con el agente del daño, o que se dé al margen de una 

relación de tal linaje, y como consecuencia del incumplimiento del deber genérico de no causar daño a los 

demás.”  
14 C.C. Art. 2342. LEGITIMACIÓN PARA SOLICITAR LA INDEMNIZACIÓN. Puede pedir esta indemnización no sólo el 

que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el 

habitador, o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también 

pedirla, en otros casos, el que tiene la cosa, con obligación de responder de ella; pero sólo en ausencia del 

dueño 



 
 

ponencia del Magistrado Dr. Pedro Octavio Munar Cadena15. 

 

Esto al interpretarse de manera sistemática con el Art. 1045 C.C.16, brinda 

como conclusión obligada que mis mandantes BRAYAN ALEXANDER 

MONTOYA NUÑEZ, mayor de edad, identificado con la C.C. No. 

1.193.032.289, LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ, mayor de edad 

identificado con C.C. No. 1.114.729.565, herederos de su señor padre LUIS 

NORBERTO MONTOYA LOPEZ, y en consecuencia pueden solicitar la 

reparación de los perjuicios sufridos por este previo a su deceso, pues se 

encuentran dentro del orden herencial dejado por este al momento de 

su muerte. 

 

5. PRUEBAS 

 

5.1. Memorial poder para la representación judicial. 

5.2. Registro Civil Defunción de JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ. 

                                                           
15 Sala de Casación Civil. Sentencia 14491 de octubre 18 de 2005. Magistrado Ponente. Dr. Pedro Octavio 

Munar Cadena. “1. Pidió la actora en el libelo incoativo del proceso, que se declarara a la sociedad 

demandada “civilmente responsable de todos los daños y perjuicios que le causó a Luis Eduardo Cárdenas 

Lalinde y María Elva Palacio Marín en razón de la actitud negligente de su personal”, lo que originó, a la postre, 

la muerte del primero de ellos; y que, en tal virtud, se le condenase a pagar a María Elva Palacio Marín, “quien 

pide para la sucesión de su finado esposo, una suma en moneda colombiana equivalente a mil (1.000) gramos 

oro, como indemnización por los perjuicios morales que se le causaron a Luis Eduardo Cárdenas Lalinde”. Así 

mismo, obrando ya la actora en su propio nombre, pidió que la demandada fuese condenada a pagarle la 

suma equivalente a 1.500 gramos oro, por concepto de perjuicios morales que se le causaron con la muerte 

de su esposo, junto con otros valores relativos al daño emergente y el lucro cesante derivados de la muerte de 

su cónyuge. 

Como diáfanamente se advierte, la demandante reclama, de un lado, para la sucesión de Cárdenas Lalinde 

(iure hereditatis), la indemnización del perjuicio moral que su esposo padeció al verse postrado e impedido por 

causa del accidente, así como los sufrimientos y dolores que lo acongojaron hasta su fallecimiento, y de otro, 

para sí (iure proprio), el perjuicio que personalmente sufrió por causa del fallecimiento de aquel. Y no advierte 

la Corte, hay que decirlo sin ambages, que esa acumulación de pretensiones violente las reglas procesales 

que regulan la materia y, mucho menos, las sustanciales que gobiernan la responsabilidad civil. 

No estas últimas porque si bien los hechos que soportan ambas reclamaciones fueron los mismos, los daños no 

lo son; la demandante está cobrando dos perjuicios distintos mediante sendas “acciones” de las cuales es 

titular; tampoco ha confundido el objeto de cada pretensión, toda vez que contractualmente está cobrando 

el perjuicio sufrido por su causante y extracontractualmente el personal. 

Por lo demás, no se advierte que en asuntos como el de esta especie exista norma que impida esa modalidad 

de acumulación de pretensiones ni ella repulsa las prescripciones del artículo 82 del Código de Procedimiento 

Civil que regulan la materia.” 
16 C.C. Art. 1045. PRIMER ORDEN HEREDITARIO - LOS HIJOS. Subrogado por el art. 4º, Ley 29 de 1982. El nuevo 

texto es el siguiente: Los hijos legítimos, adoptivos y extramatrimoniales, excluyen a todos los otros herederos y 

recibirán entre ellos iguales cuotas, sin perjuicio de la porción conyugal. 



 
 

5.3. Registro Civil De Nacimiento de LUIS NORBERTO MONTOYA 

NUÑEZ 

5.4. Registro Civil De Nacimiento de BRAYAN ALEXANDER MONTOYA 

NUÑEZ 

5.5. Registro Civil De Nacimiento de JHON ANDERSON MONTOYA 

NUÑEZ 

5.6.  Registro Civil Defunción de LUIS NORBERTO MONTOYA LOPEZ 

5.7. Copia de Cedula de Ciudadanía de LUIS NORBERTO MONTOYA 

NUÑEZ 

5.8.  Copia de Cedula de Ciudadanía de BRAYAN ALEXANDER 

MONTOYA NUÑEZ 

5.9.  Copia de Cedula de Ciudadanía de OLGA LUCIA NUÑEZ 

GARCIA 

5.10. Copia de Cedula de Ciudadanía de JHON ANDERSON 

MONTOYA NUÑEZ 

5.11. Historia Clínica del paciente JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ 

del HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS, de la atención en el puesto 

de salud del km 30   

5.12. Historia Clínica del paciente JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ 

de la CLINICA REY DAVID de la Ciudad de Cali 

5.13. Informe Pericial de necropsia No. 2019010176001002237 del 

Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencia Forenses. 

5.14. Acta de inspección técnica a cadáver FPJ-10 

5.15. Constancia de no acuerdo emitida por la PROCURADURIA 

JUDICIAL PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

 

5.1.1. SOLICITUD DE PRUEBAS TESTIMONIALES 

 

Comedidamente solicito al Despacho se sirva decretar la práctica de los 

testigos que a continuación paso a enumerar, los cuales tienen como 



 
 

objetivo demostrar y sustentar las circunstancias de tiempo modo y lugar 

en las que sucedieron los hechos en los que se funda la demanda, al ser 

testigos presenciales de los mismos. Por lo anterior, solicito al Despacho se 

sirva citar a la diligencia de pruebas a las siguientes personas: 

 

1. STEVEN VASQUEZ ESCOBAR, Identificado con C.C. No. 1.107.091.450, 

con número telefónico 320 469 11 74, domicilio en Calle 9 Oeste # 

48-20 Montebello Cali. 

 

2. EFRAIN ORTIZ ARGOTE, identificado con C.C. No. 6.247.374, con 

número telefónico 3146890630. Persona adscrita a la Alcaldía del 

Municipio de Dagua, quien suscribió el Informe Policial de 

Accidente de Tránsito. 

 

3. CARLOS EDUARDO GOMEZ GONZALEZ, identificado con C.C. No. 

6.246.045 con número telefónico 3165729430. Quien vive en el Barrio 

Ricaurte del Municipio de Dagua Valle. 

 

4. MARIA ALEJANDRA RAMOS, identificada con C.C. No. 1.114.734.784 

con número telefónico 3103789950. 

 

5. INGRID MARCELA MONTENEGRO RAMIREZ, identificada con C.C. No. 

1.114.736.098, quien puede ser ubicada al número telefónico: 

3187870059 y 3233727684.  

 

6. DANIELA ALOMIA MANZANO, identificada con C.C. No. 

1.114.736.098, quien puede ser ubicada al número 

telefónico:3154175848 

 



 
 

Manifiesto que los testigos en el momento procesal pertinente serán 

ubicados y llevados a la audiencia de pruebas por el suscrito, para lo 

cual solicito se libren los respectivos oficios citatorios.   

 

5.1.2. DECLARACIÓN DE PARTE 

 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 165 y 198 del C.G.P. solicito de 

manera respetuosa al despacho se sirva decretar la práctica de la 

declaración de parte de mis representados: OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA 

C.C. 29.400.658 de Buenaventura, BRAYAN ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ, 

mayor de edad, identificado con la C.C. No. 1.193.032.289, LUIS 

NORBERTO MONTOYA NUÑEZ, mayor de edad identificado con C.C. No. 

1.114.729.565. Para que declaren acerca de los hechos en los que se 

funda la demanda.  

 

5.1.3. INTERROGATORIO DE PARTE 

 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 198 del C.G.P. solicito de manera 

respetuosa al despacho se sirva decretar la práctica del interrogatorio de 

parte a la Doctora ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ identificada con 

C.C. 1.143.853.323, para que absuelva los interrogantes que le formulare 

en audiencia respecto de los hechos en los que se funda la demanda.   

 

6. OBJETO Y CUANTIA DE LA DEMANDA 

Se pretende con el medio de control de reparación directa instaurado, el 

pago de los perjuicios morales y materiales a raíz de la Muerte del señor 

JHON ANDERSON MONTOYA NUÑEZ por los hechos ocurridos el 11 de 

octubre de 2019 dada la falla del servicio atribuible a la NACIÓN- 

MINISTERIOR DE DEFENSA POLICIA NACIONAL; DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P., 



 
 

HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS E.S.E. Y LA DRA. ANNY KAREN MOSCOSO 

ALVAREZ, según los argumentos fácticos y jurídicos que se han esbozados 

con anterioridad, los cuales equivalen a quinientos cuarenta y nueve 

millones ciento ochenta mil pesos ($549.180.000), correspondiente a la 

cuantía perjuicios materiales. 

7. MEDIO DE   CONTROL 

El medio de control a ejercer eventualmente en caso de que fracase la 

presente audiencia de conciliación, es el de Reparación Directa previsto 

en el artículo 140 del CPACA. 

8. JURAMENTO 

Igualmente declaro bajo la gravedad del juramento que la información 

aquí consignada corresponde a la realidad. Igualmente, que no he 

presentado otra conciliación o demanda sobre los mismos hechos, 

pretensiones y las mismas partes convocantes y convocada.      

9. ANEXOS 

 

1. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas 

2. Poder a mi favor  

3. Constancia de no acuerdo emitida por la PROCURADURIA 166 

JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS con fecha de 13 de 

diciembre de 2021. 

4. Constancia de notificación de demanda a las partes 

demandadas. 

 

10. NOTIFICACIONES: 

Los demandantes:   

En la Av. 2 norte # 4N-36, oficina 101 del Edificio Kronos, barrio Centenario 

en la Ciudad de Cali, tel: 3194045789  



 
 

El apoderado: Av. 2 norte # 4N-36, oficina 101 del Edificio Kronos, barrio 

Centenario en la Ciudad de Cali, Cel 3178023957, correo electrónico 

contacto@grupo3abogados.com.co; 

jhonmartinez@grupo3abogados.com.co;  

 Las Demandadas: 

- NACION MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL:   Calle 21 No. 

1n-65 barrio El Piloto. Correo electrónico: 

mecal.coman@policia.gov.co, deval.notificacion@policia.gov.co 

 

- DAGUA LIMPIA S.A. E.S.P. Calle 11 No. 32A 109 Zona industrial 

Arroyohondo; correo electrónico: 

gestioncorrespondencia@servintegrales.com 

- HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS E.S.E.: Calle No. 21-48, Dagua. Correo 

electrónico: juridico.hjrv@hospitaldagua.gov.co , 

hospitaldagua@gmail.com 

- Dra. ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ, identificada con C.C. 

1.143.853.323, con domicilio en: Calle No. 21-48, Dagua. Ccorreo 

electrónico: juridico.hjrv@hospitaldagua.gov.co , 

hospitaldagua@gmail.com 

 

Bajo la gravedad de juramento manifestamos que desconocemos 

otra dirección de notificación o domicilio de la Dra. ANNY KAREN 

MOSCOSO ALVAREZ, por lo que indicamos para tal efecto la misma 

del hospital.  

Del Señor Juez, 

  

 

 

JHONNY DUVÁN MARTÍNEZ SALAMANCA  

C.C. No. 1.144.038.126 de Cali  

T.P. N° 237.770 del C.S.J. 

mailto:contacto@grupo3abogados.com.co
mailto:jhonmartinez@grupo3abogados.com.co
mailto:mecal.coman@policia.gov.co
mailto:deval.notificacion@policia.gov.co
mailto:gestioncorrespondencia@servintegrales.com
mailto:juridico.hjrv@hospitaldagua.gov.co
mailto:hospitaldagua@gmail.com
mailto:juridico.hjrv@hospitaldagua.gov.co
mailto:hospitaldagua@gmail.com
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
PROCURADURÍA 166 JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

Radicación N.° 4550 de 8 de octubre de 2021 
Convocante (s): OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA – BRAYAN ALEXANDER 

MONTOYA NUÑEZ – LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ 
Convocado (s): HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE – DAGUA LIMPIA S.A. ESP 

– POLICIA NACIONAL - ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ  
Medio de control: REPARACION DIRECTA 

 
En Cali, hoy trece (13) de diciembre de 2021, siendo las 10:30 a.m., procede el despacho 
de la Procuraduría 166 Judicial II para Asuntos Administrativos a celebrar AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL de la referencia. En virtud a lo dispuesto por el 

Artículo 9 del Decreto 491 de 28 de marzo de 2002, y a lo señalado por el señor 
Procurador General de la Nación, en la Resolución No. 127 de 16 de marzo de 2020, Por 
medio de la cual se adoptan medidas para prestar el servicio público en la conciliación 
prejudicial, se dispuso realizar la audiencia forma virtual. Para tal efecto, se notificó a las 

partes, con la debida antelación, de que la audiencia se llevaría a cabo sin la asistencia 
física de las partes. El acta del comité de conciliación, el poder especial del apoderado y 
los documentos que lo soportan, fueron allegados vía correo electrónico, desde servidores 
institucionales, que permitieron verificar su confiabilidad. En tal sentido, se continuará con 
dichas salvedades. Se deja constancia del envío a las partes de un correo electrónico 
informado del inicio de la audiencia.   Comparece desde el correo electrónico 
jhonmartinez@grupo3abogados.com.co el (la) doctor (a) JHON EDWARD MARTINEZ 

SALAMANCA identificado (a) con cédula de ciudadanía número 16.463.005 y con tarjeta 
profesional número 170.305 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de 
apoderado (a) del (la) convocante OLGA LUCIA NUÑEZ GARCIA – BRAYAN 

ALEXANDER MONTOYA NUÑEZ – LUIS NORBERTO MONTOYA NUÑEZ, reconocido 

como tal mediante auto 214 de 2021. igualmente, comparece desde el correo electrónico 
juridico.hjrv@hospitaldagua.gov.co, el (la) doctor (a) ANDREA LOZANO CASTAÑEDA 
identificado (a) con la C.C. número 52771456 y portador de la tarjeta profesional número 
210017 del Consejo Superior de la Judicatura, en representación de la entidad convocada 
HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE., de conformidad con el poder otorgado por HIGO 
FERNANDO COLLAZOS TOVAR en su calidad de Representante Legal de la entidad. NO 
COMPARECE la convocada DAGUA LIMPIA S.A. ESP a pesar de que fueron 
debidamente notificados al correo gestioncorrespondencia@servintegrales.com desde el 
día 28 de octubre de 2021. NO COMPARECE la convocada POLICIA NACIONAL a pesar 
de que fueron debidamente notificados al correo deval.notificacion@policia.gov.co desde 
el día 28 de octubre de 2021. NO COMPARECE la convocada ANNY KAREN MOSCOSO 
ALVAREZ a pesar de que fueron debidamente notificados al correo 
hospitaldagua@gmail.com desde el día 28 de octubre de 2021. El (la) Procurador (a) le 
reconoce personería al apoderado de la parte convocada en los términos indicados en el 

mailto:hospitaldagua@gmail.com
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poder que aporta. Acto seguido el (la) Procurador(a) con fundamento en lo establecido en 
el artículo 23 de la Ley 640 de 2001 en concordancia con lo señalado en el numeral 4 del 
artículo 44 del artículo 44 del Decreto 262 de 2000, declara abierta la audiencia e instruye 
a las partes sobre los objetivos, alcance y límites de la conciliación extrajudicial en materia 
contenciosa administrativa como mecanismo alternativo para la solución de conflictos. En 
este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que 
expongan sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante 
manifiesta: “HECHOS: Se ratifica en los hechos, los cuales están contenidos en la 
solicitud. PRETENSIONES:” 

 
 

 
 
3.2.1. PERJUICIO INMATRIALES. 3.2.1.1 PERJUICIO MORAL 
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Seguidamente, se toma la decisión enviada por el apoderado de la parte convocada 
HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE desde el servidor institucional, con el fin de que se 
sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante legal) 
de la entidad en relación con la solicitud incoada: “El comité de conciliación de la entidad, 
decidió NO CONCILIAR por las razones que se exponen en la respectiva certificación, la 
cual se entrega en esta diligencia”. El procurador judicial, en atención a la falta de ánimo 
conciliatorio de la entidad convocada HOSPITAL JOSE RUFINO VIVAS ESE., declara 

fallida la presente audiencia de conciliación con esta entidad. CONSIDERACIONES DEL 

MINISTERIO PÚBLICO: De conformidad con lo dispuesto por el numeral 7 del artículo 

2.2.4.3.1.1.9. del Decreto 1069 de 2015, el Procurador declara suspendida la diligencia en 
espera de que la entidad convocada DAGUA LIMPIA S.A. ESP – POLICIA NACIONAL - 
ANNY KAREN MOSCOSO ALVAREZ justifique su inasistencia  dentro de los tres (3) días 
siguientes a la fecha en que debió celebrarse la audiencia. Se advierte por parte del 
Procurador que si se  justifica la inasistencia de las partes por causas constitutivas de 
caso fortuito o fuerza mayor, se fijará nueva fecha y hora para realizar la audiencia; en 
caso contrario, el Ministerio Público, en los términos del Artículo 2.2.4.3.1.1.3.-7 del 
Decreto 1069 de 2015, dará por culminado el trámite de conciliación por inasistencia y se 
entenderá que no hay ánimo conciliatorio, se dará por agotada la etapa conciliatoria,  se 
expedirá la respectiva constancia prevista en el numeral 2 del artículo 2 de la Ley 640 de 
2001 y se ordenará devolver a los interesados los anexos de la solicitud, sin perjuicio de 
las consecuencias jurídicas establecidas en los artículos 22 y 35 de la Ley 640 de 2001. 
En constancia de lo anterior, se firma el acta por quienes intervinieron en la diligencia, una 
vez leída y aprobada, siendo las 10:35 a.m.   
 
 
 

 
______________________________ 
FRANKLIN MORENO MILLAN 
Procurador 166 Judicial II para Asuntos Administrativos 
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